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En la ciudad de Corrientes, a los  Diez (10) días del mes de FEBRERO de 

dos mil veintiséis, esta Cámara de Apelaciones con competencia 

Administrativa y Electoral se constituye, de conformidad a lo establecido en 

el art. 28 del L.O.A.J., con las Doctoras MARTHA HELIA ALTABE y 

NIDIA ALICIA BILLINGHURST DE BRAUN, conforme al orden de 

votación oportunamente establecido, a fin de dictar sentencia en la causa 

caratulada: "MUNICIPALIDAD DE GOBERNADOR MARTINEZ S/ 

ACCION DE LESIVIDAD", EXPEDIENTE N° GXP 40195/2020. 

A continuación, la Señora Vocal Doctora MARTHA HELIA ALTABE 

formula la siguiente: 

 

RELACION DE LA CAUSA 

Como la practicada por el A-Quo se ajusta a las constancias del 

expediente, a ella me remito a fin de evitar repeticiones.  

Contra la sentencia N° 07, emitida el 12.08.2024, por el titular del 

Juzgado civil y comercial de la ciudad de Goya, que en su parte dispositiva 

dispone: “1°) HACER LUGAR a la “EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN” 

interpuesta por el CLUB DEPORTIVO GOBERNADOR MARTÍNEZ, CUIT 

33-71431644-9, declarando que la acción, al tiempo de su promoción, se 

encontraba prescripta y, en consecuencia, RECHAZAR la acción intentada 

por la MUNICIPALIDAD DE GOBERNADOR MARTÍNEZ, CUIT 30-

66983590-2, conforme los fundamentos vertidos en los puntos III y IV del 

considerando. 2°) IMPONER las costas a la actora perdidosa, atento los 

motivos invocados en el punto V del considerando. 3°) AGRÉGUENSE, 

previamente, al legajo la documental reservada en Secretaría, con 

excepción de los libros de actas del Concejo Deliberante de la Municipalidad 

de Gobernador Martínez. 4°) RESERVAR la regulación de honorarios para 

cuando los profesionales así lo soliciten, previo cumplimiento de lo previsto 

en el art. 9 de la Ley 5822. Notifíquese electrónicamente (art. 108, 



CPCC). Regístrese. Notifíquese.”, la parte actora interpuso recurso de 

apelación, según constancias del sistema iurix. 

Mediante la providencia N° 7416 del 17.09.2024, el juez de origen 

ordenó el pertinente traslado que fue contestado por la parte demandada, 

en los términos de su memorial al que me remito en aras de la brevedad. 

Por Auto N° 8635 del 21.10.2024 fue concedido “con efecto 

suspensivo y trámite inmediato” y se dispuso la elevación de la causa a esta 

Cámara de Apelaciones con competencia Administrativa y Electoral. 

Ingresadas las actuaciones a esta Alzada, por Providencia N° 5955 

del 14.11.2024, se llama “Autos para Sentencia”,  integrándose la 

Cámara con sus vocales titulares y el orden de votación establecido a fs. 

349, todo lo cual se encuentra firme y consentido. 

La Señora Vocal Doctora NIDIA ALICIA BILLINGHURST DE 

BRAUN  presta conformidad con la precedente relación de la causa.  

A continuación, la Cámara de Apelaciones con competencia 

Administrativa y Electoral formula las siguientes: 

 

CUESTIONES 

PRIMERA: ¿Es nula la sentencia recurrida? 

SEGUNDA: ¿Debe ser confirmada, modificada o revocada?     

 

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA VOCAL DOCTORA MARTHA 

HELIA ALTABE DIJO: 

El recurso fue interpuesto por la parte actora conjuntamente con el 

de apelación y, atento a que son idénticos los agravios que los sustentan, la 

solución al caso se establecerá por vía del segundo, temperamento que es 

conteste con la finalidad de ambos: hacer posible una sentencia ajustada a 

Derecho.   

Desde la doctrina se ha señalado que “el objeto del recurso de 

nulidad no consiste en obtener la revisión de un pronunciamiento judicial 

que se estima injusto (error in iudicando), sino en lograr la rescisión o 

invalidación de una sentencia por haberse dictado sin sujeción a los 
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requisitos de lugar, tiempo y forma prescriptos por la ley. De ahí que no 

constituyan materia del recurso de nulidad, sino de recurso de apelación, 

los agravios que hacen  a la cuestión de fondo debatida en el pleito, como 

son, por ejemplo, los relativos a la errónea aplicación del derecho o 

valoración de la prueba.”(cfr: PALACIO, Lino Enrique “DERECHO PROCESAL 

CIVIL”,  Tomo V;  Pag. 137 y sig.; Ed. Abeledo – Perrot).  

Consecuentemente, quedan excluidos del recurso de nulidad “… los 

errores de juzgamiento de hecho y de derecho de la resolución, materia 

propia (del) … recurso de apelación. …(el que)  comprende el de nulidad por 

defectos de la sentencia. Es decir, que el segundo ha perdido su autonomía 

y queda incluido en el primero”. (Cfr: ARAZI, Ronald; “DERECHO PROCESAL 

CIVIL Y COMERCIAL”; Tomo II; pag. 61; Ed. Rubinzal – Culzoni).  

Por lo expresado, la índole de las cuestiones planteadas puede ser 

revisada, sin menoscabo del derecho de defensa, de la manera propiciada. 

 

A LA MISMA CUESTION, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA NIDIA ALICIA 

BILLINGHURST DE BRAUN DIJO: 

Me adhiero a lo expuesto por la Señora Vocal pre opinante, por 

compartir sus fundamentos.  

 

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA VOCAL DOCTORA MARTHA 

HELIA ALTABE DIJO:  

I. Viene esta causa a consideración de la Alzada para resolver el 

recurso de apelación interpuesto por la accionante contra el Fallo N° 07 del 

12.08.2024, que rechazó la demanda articulada contra la Municipalidad de 

Gobernador Martinez. 

El magistrado a fin de desentrañar si corresponde o no declarar la 

inexistencia jurídica, nulidad o anulabilidad, de la Ordenanza (Resolución 

según la actora) N° 005/13 emitida por el Honorable Concejo 

Municipal, que aprueba la Resolución N° 012/13 del Departamento 

Ejecutivo Municipal, examinó las alegaciones de las partes y las pruebas 

del expediente. 



Sostiene que según la Ley 6042, Orgánica de Municipalidades, la 

donación a título gratuito de un bien propiedad de los Municipios, debe 

efectuarse a través de una especie de acto complejo, que exige la solicitud 

previa –por escrito- del Ejecutivo y la autorización posterior del Cuerpo 

Deliberativo, mediante el dictado de una ordenanza, conforme lo previsto 

en los arts. 191 y 192. 

Debido a ello, refiere que la Resolución N° 012/13 (DEM) del 

31/10/2013, transcripta textualmente en su parte dispositiva, determina: 

“Art. 1°: SOLICITAR al Honorable Consejo Municipal ceda en 

donación un inmueble de propiedad Municipal, ubicado en la Manzana N° 20 

del plano de esta localidad, que se individualiza como Lote 01 del Plano de 

Mensura N° 2095-H, confeccionada por el Agrimensor Ángel Luis Monje en 

fecha 22 de Mayo de 2007 y aprobada en fecha 03 de Agosto de 2007; cuya 

superficie es de: 7435,49 mts2, midiendo de frente al lado SUR OESTE: 

99,30 mts lado AB, del vértice B al C mide 50,80 mts con rumbo NORESTE, 

del vértice C al D mide 50 mts con rumbo SUR-ESTE del D-E: 48,50 mts con 

rumbo NORESTE este del vértice e al F mide 49,30 mts. Con rumbo sur este 

desde este último punto F al A y cerrando el polígono con rumbo SUR 

OESTE y mide 99,30 mts. Dentro de los siguientes linderos: NORESTE: 

Posesión de la Municipalidad Gobernador Martínez y calle 9 de Julio. 

SURESTE Calle Libertad, SUROESTE Calle sarmiento, NOROESTE por calle 

Belgrano y posesión Municipalidad Gobernador Martínez. INSCRIPTO en el 

Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Corrientes, al Folio N° 

4361, ANOTADO EN EL DIARIO BAJO N° 2886 de fecha 20-02-2008, a 

nombre de la Municipalidad de Gobernador Martínez Corrientes y en la 

Dirección General de Catastro bajo Adrema N° L2-481-1, a favor del CLUB 

DEPORTIVO GOBERNADOR MARTÍNEZ. 

Art. 2°: SOLICITAR al Consejo Deliberante que sujete el nacimiento 

de la donación del inmueble descripto en el Art. 1 de la presente, a favor 

del beneficiario de la donación allí enunciado, a la condición suspensiva de 

que en el término de Noventa (90) días a contar a partir del dictado de la  

ordenanza que así lo determine, obtengan la personería jurídica, de no 
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cumplirse con la modalidad estipulada, se producirá ipso iure la extinción 

del derecho. 

Art. 3°: REMITASE al Concejo Deliberante para su tratamiento y 

aprobación en la forma que legalmente corresponda, convocándose la 

celebración de sesiones en forma inmediata” 

Art. 4°: COMUNÍQUESE, Publíquese, sáquese las copias para quien 

corresponda y oportunamente archívese”. 

Y que a su vez, la Ordenanza (Resolución) N° 005/13 (HCD) 

del 31/10/2013, en su parte resolutiva dispone: 

“Art. 1°: APROBAR, en todos sus términos la Resolución n° 012/13 

presentada por el Ejecutivo Municipal relacionada con el pedido de donación 

de un inmueble, que será destinado al funcionamiento de las actividades 

deportivas y sociales del Club Deportivo Gobernador Martínez. 

Art. 2°: SOLICITAR al Ejecutivo Municipal se ponga en vigencia el 

nacimiento de la donación del inmueble descripto en el Art. 1 de la 

presente, a favor del beneficiario de la donación allí enunciado, a la 

condición suspensiva de que en el término de Noventa (90) días a contar a 

partir del dictado de la ordenanza que así lo determine, obtengan la 

personería jurídica, de no cumplirse con la modalidad estipulada, se 

producirá ipso iure la extinción del derecho. 

Art. 3°: COMUNÍQUESE, Publíquese, sáquese las copias para quien 

corresponda y oportunamente archívese”. 

Previo al examen de cada uno de los argumentos esbozados por el 

Municipio y de las defensas articuladas por la institución demandada,  

precisa que “para declarar la nulidad de un acto administrativo no es 

necesario verificar la existencia de varios vicios que lo afecten, puesto que, 

la presencia de un vicio grave, resulta suficiente para decretarla.” 

Por otra parte, expresa que el interés público comprometido que 

caracteriza al régimen de nulidades del acto administrativo, lo obliga a 

desentrañar si en el caso concreto, se configuran algunos de los supuestos 

contenidos en la normativa aplicable para declarar la nulidad solicitada, “la 



cual incluso puede ser declarada de oficio, conforme lo previsto en el art. 

182 inc. "b", Ley 3460.” 

Tiene en cuenta además que la Municipalidad de Gobernador 

Martínez, al tiempo del dictado de las resoluciones cuestionadas, no contaba 

con Carta Orgánica Municipal, por lo que le resulta aplicable al caso la Ley 

6042, Orgánica de Municipalidades (B.O. 16/12/1964).  

Dice también que “las normativas atacadas tendrían, en principio, 

diferente naturaleza jurídica, por haber sido dictadas por los órganos 

ejecutivo y legislativo y, en virtud de ello, se encontrarían sujetas a 

regímenes disímiles.” 

Analiza cada uno de los argumentos invocados a favor y en contra 

del planteo de nulidad de la Ordenanza (Resolución) N° 005/13 (HCM) 

que aprueba la Resolución N° 012/13 (DEM) y concluye que “Luego de 

analizar cada una de las impugnaciones formuladas por la actora a la 

Ordenanza N° 005/13 y contrastarlas con las pruebas rendidas en autos, 

arribo a las siguientes conclusiones. 

En primer lugar, considero que los vicios detectados en la normativa 

impugnada y analizados previamente, pueden ser calificados como leves o 

intrascendentes. Me explico. 

La actora no pudo demostrar la existencia de alguna causa o 

irregularidad que, por su entidad, sea por padecer alguno de ellos un vicio 

grave o, por carecer de alguno de sus elementos esenciales, pueda llevar a 

la declaración de nulidad (art. 175, Ley 3460) o inexistencia jurídica (art. 

187, Ley 3460) de la Resolución DEM N° 012/13 o de la Ordenanza N° 

005/13. 

Por otra parte, el art. 177 de la Ley 3460, dispone: “El vicio es 

intrascendente cuando la trasgresión a las normas que rigen lo concerniente 

a cualquiera de los requisitos del acto no hubiere podido llevar a que se 

resuelva la cuestión de manera distinta aún si la falta no se hubiere 

cometido. Solo generará responsabilidad administrativa para los agentes 

intervinientes, en su caso; pero no afecta al acto”. 
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Como vimos, la finalidad perseguida con la donación del inmueble 

por parte del Municipio a favor del Club Deportivo Gobernador Martínez, 

más allá de las deficiencias u omisiones en el procedimiento, no hizo otra 

cosa que poner las cosas en su lugar. Reconocer la propiedad del bien en 

discusión, a la entidad que desde antaño lo poseyó efectivamente. 

En otras palabras, si el Municipio hubiere dado cumplimiento fiel a 

los recaudos normativos, la cuestión (la donación) hubiera sido resuelta de 

la misma manera. 

Además, tendré en cuenta lo previsto en el art. 179 de la Ley 3460, 

el cual, siguiendo el principio del “favor acti”, dispone que “en caso de duda 

se estará en favor de las consecuencias más favorables para la validez del 

acto”. 

Es decir, en virtud del principio de conservación del acto 

administrativo, puede afirmarse que, en caso de duda, la regla es la 

anulabilidad y la excepción la nulidad; en otras palabras, ante la duda, ha 

de estarse a la consecuencia menos grave, o sea, la presunción es a favor 

de la consecuencia más leve. 

Y, pecando de reiterativo, resalto que la donación realizada por el 

Municipio al Club Deportivo Gobernador Martínez, no hizo otra cosa que 

consolidar una situación de hecho extendida por más de sesenta años, 

desde la creación del antiguo Club Deportivo y Social Santa Rosa, 

circunstancia que me permiten suponer la permanencia de valores 

socialmente compartidos por la comunidad vecinal en la materia debatida. 

Por último, diré que el Municipio actor, no logró acreditar el  

perjuicio alegado, ni que el inmueble donado haya sido destinado a un uso y 

finalidad distinta a la que tuvieron en miras los fundadores del otrora Club 

Social y Deportivo Santa Rosa, por lo que corresponde rechazar el planteo 

de nulidad y de inexistencia jurídica de la Ordenanza N° 005/13 y de su 

antecesora, la Resolución DEM 012/13.       

Al analizar la Excepción de prescripción deducida por la parte 

demandada refiere que “El Club Deportivo Gobernador Martínez plantea la 



excepción de prescripción de la acción, en los términos del art. 175 y 181, 

inc. “e”, del Código de Procedimiento Administrativo (Ley 3460). 

Afirman que la demanda fue promovida el 13/11/2020, y que la 

Ordenanza Nº 005/2013, cuya nulificación se pretende, fue dictada e1 

31/10/2013, habiendo transcurrido entre ambos actos, siete años y trece 

días. 

Refieren que el art. 181 de la Ley 3460 prevé que el vicio del acto 

anulable prescribe a los tres años y que, en consecuencia, la acción de 

lesividad intentada prescribió el día 31 de octubre de 2016, toda vez que en 

este proceso estamos ante un acto anulable conforme lo prescripto por el 

art. 175 del citado cuerpo normativo. 

La actora, por su parte, rechaza el planteo, alegando que resulta 

aplicable lo normado en el art. 188, inc. “d”, que prevé la imprescriptibilidad 

de la acción judicial para el caso de actos jurídicamente inexistentes. 

El juez de origen refiere que “Para estos casos, la ley prevé un plazo 

de prescripción de TRES (3) AÑOS (art. 181, Ley 3460), coincidente con 

el plazo genérico establecido en el art. 223 de dicho ordenamiento. 

“El que comenzó a correr a partir de la fecha en que se emitieron la 

Resolución DEM N° 012/13 y la Ordenanza N° 005/13 (31/10/2013). A 

partir de ahí y hasta la fecha de la promoción de la querella criminal 

(05/08/2014) transcurrieron 278 días (9,16 meses). Luego, el proceso 

estuvo suspendido durante 361 días (11,87 meses), esto es, desde que se 

promovió la querella (05/08/2014), hasta que entró en vigencia el nuevo 

Código Civil y Comercial (01/08/2015). Y, desde esa fecha, hasta que se 

promovió la acción de lesividad (13/11/2020), transcurrieron 1931 días 

(5,28 años o 63,39 meses). 

Si sumamos, los 278 días más los 1931 días, en los cuales el plazo 

de prescripción no estuvo suspendido, obtenemos como resultado 2209 

días (6,05 años aproximadamente), por lo que, la acción al momento de 

ser promovida se encontraba largamente prescripta (arts. 181 y 223, Ley 

3460). 
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Por lo expuesto, resuelve  “hacer lugar a la excepción de 

prescripción de la acción interpuesta por la demandada” y, en consecuencia, 

rechaza la demanda promovida por la Municipalidad de Gobernador 

Martínez. 

Costas las impone a la actora perdidosa, siguiendo el principio 

jurídico objetivo de la derrota. 

II. En relación a los fundamentos del recurso de apelación, la  

apelante se agravia porque la sentencia atacada: a) Es el inferior quien 

sostiene que el fondo del asunto traído a debate es desentrañar si 

corresponde o no declarar la inexistencia jurídica, nulidad o anulabilidad, de 

la Resolución N° 005/13 emitida por el Honorable Concejo Municipal, que 

aprueba la Resolución N° 012/13 del Departamento Ejecutivo Municipal, por 

lo que es claro VE. la cuestión de fondo que fue traída a debate por mi 

parte, con la salvedad que mi parte planteo la nulidad e inexistencia del 

acto.; b) Se queja de que después del extenso análisis de la normativa 

aplicable y de las constancias el juez en su sentencia no resuelva que “lo 

tramitado en el proceso, el DEM y el Concejo deliberante en el año 2013 no 

dieron cumplimiento a lo requerido por la Ley, siendo la tramitación 

inexistente, conforme se probó en el presente.”; c)  Señala que “… el 

sondeo vecinal citado por el inferior, por el cual se pretende comprobar 

algún tipo de motivación, no forma parte, ni fue tenido en consideración al 

momento del dictado de la resolución en cuestión, muy por el contrario 

pertenece a un expediente judicial posterior, que no puede comprobar el 

tratamiento de un procedimiento administrativo inexistente.; d) Afirma que 

“… el bien el inmueble donde funciona el demandado (antes Club Deportivo 

Santa Rosa o Santa Rosa de Lima –por su patrona-) en virtud de la 

Reputación de Dominio formalizada mediante Resolución N° 09/07, luego de 

la inscripción registral del mismo en el RPI, es propiedad de la 

MUNICIPALIDAD DE GOBERNADOR MARTINEZ.; e) Sostiene que está 

probado en estas actuaciones “…que es lesivo al interés público y el 

perjuicio económico ocasionado a la municipalidad, debiendo considerarse el 

mismo inexistente”. … “Sobre el punto se manifestó al entablar la acción 



que es sabido que el procedimiento administrativo se instituye no solamente 

para proteger los intereses de los particulares, sino como un mecanismo de 

salvaguarda del interés público.” 

III. Delimitado el “thema decidendum”, cabe recordar que los 

Jueces no estamos obligados a seguir a las partes en todas sus 

argumentaciones, sino tan sólo en aquellas consideradas pertinentes y 

eficaces para la correcta resolución del caso (CSJN, Fallos: 144:611; 

258:304; 262:222; 272:225; 274:113; 276:132; 280:3201; 303:2088; 

304:819; 305:537; 307:1121, entre otros). 

Corresponde señalar que el Tribunal de Alzada debe ceñirse a las 

cuestiones de hecho y de derecho que son motivo de agravios, en razón de 

que la Cámara está limitada en sus poderes por los alcances del recurso 

concedido, que determina el ámbito de su competencia decisoria, limitación 

que debe ser respetada por imperio del art. 18 de la Constitución Nacional 

(C.S. 11/ 7/ 69, ED: 33-406. Conf. LOUTAYF RANEA Tomo I, Editorial 

Astrea. Buenos Aires. 1989, pág. 77), por lo tanto, las partes no atacadas 

quedan firmes -por exclusión que hace el propio apelante-.  

De conformidad a la normativa procesal aplicable, entiendo que el 

apelante no ha realizado una crítica concreta y razonada de los 

fundamentos que sustentan la Sentencia 07 del 12.08.2024, ni ha rebatido 

los argumentos fácticos analizados por el Juzgador que llevan al resultado 

jurisdiccional atacado, sino que simplemente se ha limitado a reiterar las 

afirmaciones de la demanda que fueron debidamente analizadas en la 

oportunidad del dictado del fallo recurrido. 

Sabido es que el Superior Tribunal de la Provincia de Corrientes 

tiene declarado, en una extensa e ininterrumpida línea jurisprudencial, que 

resulta insuficiente el recurso que no se hace cargo, o se desentiende de 

todas las razones en que se fundó el Fallo recurrido. 

Mediante Sentencia N° 25 de fecha 21.12.2015 dictada en autos: 

“Añasco Ana Alicia c/ Dirección General de Enseñanza Privada de la 

Provincia de Corrientes y/o Estado de la Provincia de Corrientes s/ Amparo 

(Fuero Civil)”, Expte. N° 78833/12, el Máximo Tribunal sostuvo que: “…la 
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pieza recursiva debe señalar en el sentido de carga- además de la cita de el 

o los textos legales que se precien violados o erróneamente aplicados- el 

modo que el texto legal invocado por la parte quejosa fue infringido y, la 

forma en que esa anormalidad incide en el resultado del pleito…” y “… la 

recurrente al intentar explicar en qué se ha equivocado la Alzada, se limita 

a descalificar la decisión, apareciendo su crítica como la mera discrepancia 

con las razones de los jueces de grado, expresando su particular forma de 

interpretar el derecho, sin formular una crítica al razonamiento del 

sentenciante, y mucho menos la sinrazón del mismo...”. “…Ello así, sella la 

suerte del recurso en estudio, dado que, en su crítica al fallo el impugnante 

no sólo insiste en su particular apreciación de la causa en análisis sino, 

además, no se advierte que aporte ningún elemento convincente que 

verdaderamente demuestre que la solución dada al caso no es la correcta, 

derivando la queja en una contraposición de criterios que resultan inidóneos 

a los fines del recurso deducido; ello, por sí sólo, no alcanza para 

desmerecer la conclusión final a la que accedió el Tribunal. (STJ. Ctes., 

Sent. N° 83, 21/11/11, Expte. N° L03-5448/6).” 

El Máximo Tribunal Provincial, in re “PIRIZ VICTOR JESUS”, 

Expte. N° 111473/14, expresó: “… recomendar a la Cámara mayor 

diligencia en el examen de admisibilidad de los recursos […], a fin de evitar 

un dispendio jurisdiccional inútil en desmedro del resto de causas que 

aguardan su atención…”. 

También en la causa “HOY: SÁNCHEZ, MANUEL ENRIQUE”, 

Expte. N° LXP 4055/10, señaló: “En ese cometido, constatados los recaudos 

de admisibilidad formal y atendiendo a los gravámenes especiales y 

específicos requeridos para su procedencia, está claro que no puede 

prosperar debido a su insuficiencia técnica… No precisa cuál es el vicio que 

agravia a su parte ni critica adecuadamente los fundamentos del fallo, 

deficiencias formales que no pueden ser suplidas o enmendadas en la 

instancia. “Es doctrina de este Superior Tribunal y también es la postura del 

Máximo Tribunal del país, que el escrito recursivo debe contener una crítica 

correcta, circunstanciada y prolija de todos y cada uno de los fundamentos 



esenciales del fallo apelado (CSJN, Fallos 294-356; 302-418; 303-1366), y 

que es necesario rebatir todos los argumentos en que se funda el a quo 

para llegar a las conclusiones que motivan los agravios (CSJN, Fallos 289-

218). Caso contrario deviene inviable el recurso. (CSJN, Fallos 299-258; 

302-884; 220; 303:481 y 502; 303-072 y 1025; 304-1048 y otros).” STJ, 

C02 34436/4, sentencia 85 del 21/11/2011 - Olmedo Daniel Roberto Hugo 

c/ Horacio Vásquez y Sergio Vázquez y Establecimiento Pilar S.A. y/o Quien 

Resulte Responsable s/ Sumario (Daños y Perjuicios). Por lo expuesto, el 

escrito recursivo es ineficaz para la apertura de la instancia extraordinaria 

pues, el recurrente no ha alegado adecuadamente y, mucho menos, 

demostrado los extremos exigidos por el artículo 278 del C.P.C. y C…” (Del 

voto del Sr. Ministro Dr. Rey Vázquez). 

En la misma causa, el Sr. Ministro Dr. Panseri sostuvo: “Este 

Superior Tribunal de Justicia tiene dicho que así como se nos exige a los 

jueces, constitucional (art. 185, Const. Pcial.) y legalmente (art. 34 inc. 4 y 

163 inc. 5 del C.P.C. y C.), motivar nuestros fallos, debe también pedírsele 

a los letrados de los justiciables que, paralelamente, se esfuercen para 

sostener sus embates. La correlación existente entre fallos y recursos es 

esencial pues, ambos, para tener vida propia, necesitan estar fundados y 

esa vinculación configura una relación de “antecedente” a “consecuente” ya 

que la fundamentación del recurso tiene por objeto destruir la motivación 

del fallo atacado…”, para así concluir que: “Desde esa perspectiva, los 

profesionales que representan a la parte recurrente omitieron refutar los 

principales fundamentos del pronunciamiento impugnado, no indican dónde 

estarían la violación o aplicación errónea de la ley como tampoco enuncian y 

mucho menos acreditan la configuración del absurdo y tal conducta…”. 

En igual sentido en las causas “GRELA OCTAVIO DOLORES Y OTRA”, 

Expte. N° QXP 1454/10 y "GONZALEZ CYNTHYA VANINA” EXP 101864/14 

(entre otras), a las que remito a fin de evitar reiteraciones.  

A mayor abundamiento, la expresión de agravios "...tiene la 

trascendencia de una demanda destinada a abrir la segunda instancia, pues 

sin expresión de agravios el tribunal se halla imposibilitado de entrar a 
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verificar la justicia o injusticia del acto apelado... sin ella en nuestra 

legislación no hay juicio de apelación", pues  "...el contenido de la 

impugnación se relaciona con la carga que incumbe al apelante de motivar y 

fundar su queja..."  y debe consistir en una “crítica precisa de cuáles son los 

errores que contiene la resolución; sea en la apreciación de los hechos o en 

la aplicación del derecho; crítica razonada, que no se sustituye con una 

mera discrepancia, sino que implique el estudio de los razonamientos del 

juzgador demostrando a la Cámara las equivocadas deducciones, 

inducciones y conjeturas sobre las distintas cuestiones resueltas" (Cfr. 

FENOCHIETTO-ARAZI en “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación”, 

Astrea, Bs. As., 1993, t ° 1, p. 939, apartada 1; con cita de Carnelutti, 

Sistema, III, p. 639), op. cit., p. 940/1, § 2, "b").  

Siguiendo tales lineamientos, sería suficiente con ello desestimar el 

recurso deducido, debido a que el apelante se limitó a manifestar su 

disconformidad con lo resuelto, sin embargo, a los efectos de garantizar la 

doble instancia procederé al análisis de la posición asumida por las partes y 

a las pruebas agregadas al expediente. 

No se ajusta a las constancias de la causa, la afirmación del 

recurrente respecto a la “falta de valoración de pruebas de la sentencia de 

primera instancia”, dado que puedo advertir que el magistrado ha realizado 

una detallada  observación de las mismas. 

Sobre todo ha realizado un pormenorizado análisis de las pruebas 

que no fueron agregadas al expediente y que fueron solicitadas a la parte 

actora teniendo no solo la carga de presentarlas por su situación de actora, 

sino que también se encontraba en mejores condiciones de acceder a ella, 

específicamente la presentación de los expedientes administrativos. Esta 

situación lo llevo al convencimiento, que reitero por compartirlo, de que no 

fue acreditado que la actora haya tomado posesión del inmueble de autos 

luego de la reputación de dominio, ni que con la donación impugnada se 

afectara el interés público, considerando que en el predio se realizan las 

mismas actividades desde la donación de los primigenios propietarios. 



Respecto al agravio de la parte recurrente de que la falta de 

recaudos en el expediente administrativo trae aparejada la inexistencia del 

acto, he de reiterar el criterio del magistrado de origen de que si bien 

hubieron algunas fallas, como por ejemplo, la falta de personería jurídica 

del Club Deportivo, durante la tramitación de la donación de la propiedad, la 

misma fue subsanada antes de la escritura de traslado de dominio.  

Así también, afirma el recurrente que no existe expediente 

administrativo que refleje la tramitación requerida por ley y sostiene que 

por ello es evidente su trámite inexistente. Esta afirmación deviene 

inaceptable, pues no puede convalidarse porque es atentatoria de la 

seguridad jurídica, puede afectar derechos adquiridos por los administrados, 

desconoce el principio de continuidad jurídica y la teoría de los actos 

propios, alegando su propia torpeza en perjuicio de terceros, considerando 

que el expediente administrativo, que dice inexistente, estaba en su poder y 

a su resguardo. 

De las constancias de la presente causa tengo por acreditada la 

afirmación del Señor Juez  de que “… la Municipalidad de Gobernador 

Martínez, a través del expediente administrativo de reputación de dominio, 

inscribió a su nombre el inmueble donde funcionó desde sus inicios el Club 

Social y Deportivo Santa Rosa, el cual habría pertenecido en sus orígenes a 

sus donantes (Angélica Enrique de López, Víctor Manuel López y Donato), 

no para consolidar una situación de hecho municipal, sino para permitir que 

la nueva comisión del club, ya con personería jurídica, tuviera su ansiado 

título de propiedad…” “el municipio actor sólo brindó su capacidad técnica y 

los beneficios legales con que cuenta para obtener un título de propiedad, y 

así permitir a una institución del medio –sin solvencia ni capacidad 

económica-, que luego de adquirir personería jurídica, pudiera contar con su 

ansiado título de propiedad –donación mediante- cuya nulidad ahora 

pretende, bajo su nueva administración…” y “…que la denominada 

Ordenanza N° 005/13 se encuentra debidamente motivada, conforme lo 

exigen las Leyes 3460 y 6042, y no puede ser considerada un acto 

inexistente, ni un acto nulo, ya que ningún perjuicio real provocó al 
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municipio, porque –entiendo- que la reputación de dominio y posterior 

donación, no fueron más que procedimientos llevados a cabo por el 

municipio para dotar a una de las más importantes instituciones del medio, 

de un título de propiedad del inmueble que ocuparon desde sus inicios. Es 

decir, en los hechos la municipalidad donó un inmueble del cual no era 

dueña y por ello ningún perjuicio pudo experimentar como alega.” 

Para robustecer mi decisión he de concluir a este respecto, en que la 

defensa de inexistencia del expediente administrativo, no puede ofrecerse 

en contra del donatario. Pues, la obligación de materializar el procedimiento 

a través de un expediente, es una responsabilidad que recae sobre la 

Administración y no sobre el accionado.  

También resulta relevante señalar que la parte actora, Municipalidad 

de Gobernador Martínez, alega que las normativas impugnadas no fueron 

publicadas, porque dicha afirmación implica al mismo tiempo el 

reconocimiento de que fueron dictadas, de allí que no puede luego negar su 

existencia, pues, iría en contra de sus propios actos, en tanto era la 

encargada de la publicación. 

Concluyendo entonces que los vicios que pudo contener el Acto 

Administrativo de la donación del inmueble que realizó la Municipalidad de 

Gobernador Martinez a favor del Club Deportivo fueron vicios leves (como 

señala el juez de origen) y alguno de ellos subsanados oportunamente, vale 

reiterar que los mismos se encuentran prescriptos por transcurso del 

tiempo, compartiendo el computo que realizó el sentenciante al analizar la 

excepción de prescripción liberatoria deducida por la parte demandada. 

Conforme ello no cabe más que desestimar el recurso de apelación 

deducido.   

IV. Por las citadas razones, corresponde desestimar el recurso de 

apelación articulado por la actora y, en consecuencia, confirmar la sentencia 

N° 07 del 12.08.2024 e imponer las costas, de esta instancia, a la apelante 

vencida conforme el principio jurídico de la derrota (art. 333 CPCyC). 

Regular los honorarios de los apoderados de la parte demandada en 

el TREINTA POR CIENTO (30%) de lo que se fije en la instancia de origen 



respectivamente, debiendo adicionarse el porcentaje correspondiente al IVA 

en el caso de que resulte responsable del pago de este tributo ante ARCA 

(arts. 3, 9 y 14 de la ley 5822), con más el interés establecido en el art. 56 

de la ley arancelaria hasta su efectivo pago. 

De ser compartido este voto por mis pares, propicio que la parte 

resolutiva exprese: “1º) DESESTIMAR al recurso de apelación interpuesto 

por la accionante contra el fallo N° 07 del 12.08.2024 por los fundamentos 

dados. 2º) IMPONER las costas, de esta instancia, a la parte vencida (art. 

333 CPCyC). 3°) REGULAR los honorarios de los apoderados de la 

demandada, en el TREINTA POR CIENTO (30%) de lo que se fije en la 

instancia de origen, respectivamente, debiendo adicionarse el porcentaje 

correspondiente al IVA en el caso de que resulten responsables del pago de 

este tributo  (arts. 3, 9 y 14 de la ley 5822), con más el interés establecido 

en el art. 56 de la ley arancelaria hasta su efectivo pago; 4°) INSERTAR, 

registrar y notificar.” ASI VOTO. 

 

A LA MISMA CUESTION, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA NIDIA ALICIA 

BILLINGHURST DE BRAUN DIJO: 

Me adhiero a lo expuesto por la Señora Vocal pre opinante, por 

compartir sus fundamentos. ASI VOTO. 

 

En mérito del presente Acuerdo, la Cámara de Apelaciones con competencia 

Administrativa y Electoral dicta la siguiente: 

 

SENTENCIA N°03 

Por los fundamentos de que instruye el precedente Acuerdo; SE 

RESUELVE: 1º) DESESTIMAR al recurso de apelación interpuesto por la 

accionante contra el fallo N° 07 del 12.08.2024 por los fundamentos dados. 

2º) IMPONER las costas, de esta instancia, a la parte vencida (art. 333 

CPCyC). 3°) REGULAR los honorarios de los apoderados de la demandada, 

en el TREINTA POR CIENTO (30%) de lo que se fije en la instancia de 

origen, respectivamente, debiendo adicionarse el porcentaje 
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correspondiente al IVA en el caso de que resulten responsables del pago de 

este tributo  (arts. 3, 9 y 14 de la ley 5822), con más el interés establecido 

en el art. 56 de la ley arancelaria hasta su efectivo pago; 4°) INSERTAR, 

registrar y notificar. 
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INCLUIDO EN EL LIBRO DE NOTIFICACIONES  

       EL DÍA 12 DE FEBRERO DE 2026.        
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